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1. ELEMENTOS

DE LA DEMOCRACIA

REPRESENTATIVA

El sistema político mexicano tiene su
justificación en la experiencia histórica
que vive desde los prolegómenos del
movimiento de independencia, hasta su
estabilidad institucional adquirida en la
primera mitad del siglo XX: El diseño
teórico de sus instituciones políticas es
resultado de la riqueza cultural de sus
caudillos históricos, del aprendizaje de
las instituciones españolas que organi­
zaron al México colonial y de la influen­
cia de los fundadores de las repúblicas
francesas y del republicanismo, el
federalismo, el constitucionalismo y el
sistema de división de poderes de los
estados unidos de América.

Sin ser una imitación extralógica
de realidades externas al país, el esta­
do mexicano ha asimilado las institucio-

nes que configuran el sistema presiden­
cial vigente y que se repite sucesiva­
mente en la mayoría de las naciones
latinoamericanas. La principal caracte­
rística de este sistema es que se funda
en un pacto político válido generalmen­
te en los límites poblacionales y terri­
toriales de la nación y del estado y que
se plasma de manera tangible y escrita
en la Constitución Política.

La mayor parte de las luchas in­
surgentes y contrainsurgentes que vi­
ven México y las demás naciones que
surgieron a la luz en el siglo pasado
tienen el hilo común del derecho.
Asonadas y facciones tuvieron siempre
en primer lugar el propósito de refor­
mar la ley o sustituir la Constitución vi­
gente por una nueva. Es decir, se asu­
me la preeminencia de la ley como el
medio superior a las voluntades indivi­
duales y colectivas que puede resolver
el conflicto y encauzar el esfuerzo co­
mún en la construcción del país. La pro­
puesta teórica de Rosseau del contra-
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to social que limita el estado de naturale­
za humana, de barbarie, cobra vida en la
aspiración generalizada de conquistar la
ley y alcanzar a través de ella el desarro­
llo político, económico y social.

La Constitución Mexicana eviden­
cia esos presupuestos teóricos y per­
mite comprobar en su articulado las
bases dogmáticas, orgánicas, sociales
y económicas del estado mexicano.
Por ello, entender los límites y la pro­
fundidad de la división de poderes, de
la interrelación entre la autoridad y el
ciudadano, el entramado de relaciones
sociales, la naturaleza de los derechos
humanos y los elementos que en ge­
neral configuran la democracia mexi­
cana, lleva necesariamente al análisis
del constitucionalismo mexicano.

La definición del sistema demo­
crático se adopta fundamentalmente
en el artículo 39 de nuestra Constitu­
ción. En él se reconoce al pueblo como
fuente primaria de la soberanía nacio­
nal y que el poder público dimana del
pueblo y se instituye para beneficio de
éste. Reconoce además, la posibilidad
de que el pueblo pueda alterar o mo­
dificar, en todo tiempo, la forma de su
gobierno.

Establecido ese principio, que en
Francia posibilitó la derrota del estado
absolutista y el nacimiento de las repú­
blicas, negando el origen divino del
poder de los reyes para reconocer que
la fuente esencial del poder y la sobe­
ranía del estado es el pueblo, dando
lugar al sistema representativo, permi­
te ubicar el origen de las instituciones
que caracterizan a las democracias
modernas.
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En congruencia con lo anterior, es
el artículo 40 de la constitución políti­
ca de nuestra país que expresa la vo­
luntad soberana del pueblo mexicano
de constituirse en una república repre­
sentativa, democrática y federal. Éstas
son las que se conocen como las deci­
siones fundamentales del estado.

La historia democrática y consti­
tucional de México inicia formalmente
en la Constitución de Apatzingán de
1814, fruto de los sentimientos de la
nación de Morelos. De ahí que la pri­
mera Constitución Federal vigente, que
se promulga en 1824, declara los ele­
mentos representativos señalados. La
historia del siglo XX se desenvuelve en
un continuo choque de fuerzas y parti­
dos políticos que dirimen en brillantes
justas parlamentarias las diferencias a
nivel de la ley. Así ocurrió en 1824, así
se prolongaría la solución entre libera­
les y conservadores que se concreta
en la Constitución de 1857, desde don­
de tiene origen el actual artículo 40
constitucional.

La diferencia en la elaboración del
sistema democrático entre ambas cons­
tituciones, radica en el hecho de que
la de 1857, cambia la palabra "popu­
lar" por "democrática" y elabora de
manera más amplia la noción fede­
ralista.

Sin embargo, lo que parecería el
punto de partida para un resplandecien­
te desarrollo democrático sufre un lar­
go periodo de decaimiento. Esto coin­
cide con el periodo en el cual Porfirio
Díaz, traca lo que llamamos república
por la dictadura y la democracia en
autocracia.
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La causa Carrancista, el enrique­
cimiento social de la revolución liberal
de 1910 Y el ascenso de Madero a la
Presidencia, configuran las nuevas con­
diciones a las que habría de dar respues­
ta la Constitución de 1917. Después de
107 años, la Constitución vigente
retoma los principios del liberalismo
mexicano y los derechos sociales que
surgen de la confrontación empírica en­
tre idealismo liberal y contradicciones
reales de la generalidad de la población.

Para alcanzar el proyecto nacional
contenido en la Constitución, el congre­
so constituyente determina reafirmar la
vigencia de las grandes decisiones demo­
cráticas del artículo 40. Para entender de
manera más concreta el significado de
este artículo, es conveniente analizar cada
uno de sus elementos.

En primer lugar lo relativo a la re­
pública. Literalmente significa la "cosa
pública". Lo que a todos int"eresa y ata­
ñe. Opuesto a lo privado. La definición
clásica de Platón la entiende como la
forma de gobierno ideal que tiene
como fin la realización de la justicia.
Maquiavelo opone la república a la
monarquía y la equipara a una forma
de estado, señalando que "todos los
estados, todas las dominaciones que
ejercen soberanía sobre los hombres,
han sido o son repúblicas o principa­
dos". Esto lleva a entender el cOr:lcep­
to de jefe de estado y/o de gobierno,
con renovación periódica e interven­
ción popular. Es el origen de la integra­
ción del gobierno con base en la so­
beranía popular.

Lo anterior lleva a la idea de la
representación política. Reconoce que

todo el pueblo no puede, a la vez, ejer­
cer su soberanía. En consecuencia, ne­
cesita nombrar representantes que deci­
dan por él y para él. La delegación de
poder determina las figuras del mandante
y el mandatario, de donde surge el axio­
ma de que "la mejor forma de mandar
es obedeciendo", como principio de efi­
cacia de la democracia representativa.

La democracia es pues, una for­
ma de estado y un sistema de gobier­
no. Las naciones modernas viven un
modelo de democracia representativa.
Sin embargo, en sus orígenes la demo­
cracia tuvo prácticas directas. Así ocu­
rrió en las naciones de la antigüedad
helénica y que ahora sólo existe en
pequeñas comunidades en donde es
posible la consulta a todos los integran­
tes de la comunidad. Es el caso de al­
gunos cantones de la república suiza,
también el de la mayoría de los pue­
blos indígenas en América latina, y por
supuesto, en México.

Diversos autores afirman que la
democracia es una forma confusa, que
pretende una participación universal,
activa y simultánea en asuntos de la más
diversa índole que significa un alto gra­
do de complejidad y de dudosa efica­
cia. Tocqueville señaló que la idea de
este tipo de democracia es buscar una
estructura social horizontal en lugar de
una estructura vertical. Así, la democra­
cia se opone a la noción de aristocra­
cia, como una condición general de la
sociedad en la cual sus miembros pue­
den verse y tratarse como iguales y esto
se estipula en la ley fundamental.

El artículo 3 de la Constitución
Mexicana, le da una conceptualización
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muy amplia a la idea de la democracia.
La considera como una estructura jurí­
dica, un régimen político y una forma
de vida que persigue el mejoramiento
económico, social y cultural del pue­
blo. Es decir, le da un carácter dinámi­
co, social y participativo.

La democracia estrictamente re­
presentativa tiene alcances limitados
que pueden agotar su naturaleza en los
formalismos jurídicos e institucionales.
A la larga, esto significa una creciente
desvinculación entre los órganos de
decisión política con la sociedad en su
conjunto. El problema de la incon­
gruencia entre algunas decisiones con
el deseo o la demanda común es fre­
cuente, por la falta de mecanismos que
permitan sondear el sentir general, par­
ticularmente en torno a los asuntos que
modifican estructuralmente las relacio­
nes sociales, en cualquiera de sus áreas.

Sin embargo, no debe subestimar­
se el gran avance de la civilización al
haber trascendido la cuestión de la
soberanía, arraigándola en la pobla­
ción,l a partir de ello, podemos des­
prender sus elementos constitutivos
más sobresalientes, que dan pauta para
otras expresiones de la democracia, en
sus vertientes directa o semidirecta.

La democracia presume una de­
claración dogmática sobre la radicación
popular de la soberanía. El pueblo es
soberano, porque se autodetermina en
el contexto del estado.

En consecuencia, existe el origen
popular de los titulares de los órganos
primarios del estado. El pueblo elige
legalmente a quienes encarnan los ór­
ganos de representación y gobierno.
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En el caso de México al ejecutivo y al
legislativo. Aunque de manera indirec­
ta también al judicial.

El tercer elemento es el del con­
trol popular sobre el desempeño de los
órganos del estado. La fiscalización y
el control se efectúa, hasta hoy, a tra­
vés de los legisladores. Pero su funda­
mento es asegurar acciones y resulta­
dos conforme a la voluntad popular.
Ello permite aspirar a que la Constitu­
ción establezca medios en que esas
funciones se realicen de manera mas
directa por la población.

La democracia supone también
juridicidad. Es decir, opera dentro de
un régimen de derecho, aceptado tá­
citamente por todos los actores del pro­
ceso político. Para funcionar, se acep­
ta que todos actúen dentro de las
reglas legales.

Por último, la democracia, además
de significar una relación interactiva
entre el poder y el pueblo, también
representa un equilibrio del poder con
el poder. Es decir, un conjunto de pe­
sos y contrapesos a partir del sistema
de división de poderes. En la medida
en que se fortalece ese equilibrio se
garantizan también los derechos ciuda­
danos y colectivos frente al estado.

2. EL PODER LEGISLATIVO

Sin duda, el poder legislativo es la ins­
titución donde es mas tangible la re­
presentación política. Doctrinal y ma­
terialmente ahí se producen las disputas
políticas y las decisiones que represen­
tan el ejercicio de la soberanía nacio-
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nal y la representación popular. Las
cámaras del poder legislativo tienen su
origen en la búsqueda de la participa­
ción del pueblo en la planeación, reali­
zación y evaluación de las funciones
del estado. La complejidad real del alto
volumen de población, su estructura y
la complejidad y multiplicidad de los
temas y asuntos nacionales, han propi­
ciado una mayor delegación de poder
en estos cuerpos.

Lo anterior es perfectamente
verificable si observamos con dete­
nimiento como en todos los países,
poco a poco se agranda el número de
facultades que en nombre del pueblo
se han adjudicado las cámaras legislati­
vas. El aumento de su poder está en
relación directa a la demanda social y
a la dificultad para que la sociedad por
sí misma las atienda.

Llámense asambleas legislativas,
parlamentos o congresos, en general
lo que caracteriza a los órganos legis­
lativos, es el principio de la representa­
ción popular. Así ocurre desde su gé­
nesis en la Inglaterra del siglo XVI,
siendo en principio una institución que
empleó la aristocracia para reducir el
poder omnipotente de los reyes, so­
bre todo en cuestiones tributarias. Por
vía de España y Norteamérica desde los
preludios de la independencia se asu­
me en México el sistema de div:isión
de poderes y el sistema bicameral.

El sistema de dos cámaras apare­
ce en la Constitución de 1824. Se man­
tiene en las constituciones centralistas
de 1836 y 1843, hasta la de 1857 que
suprime la Cámara de Senadores. La
restauración de la república que pro-

mueve Sebastián Lerdo de Tejada, ins­
tituye de nueva cuenta el bicame­
ralismo mexicano hasta nuestra época.

El legislativo asume la representa­
ción del estado y la nación a través de
la representación poblacional en la
Cámara de Diputados y la tradición de
la representación federal en el Senado.
La reforma electoral de 1996 rompe
con este principio de la Cámara de
Senadores por el establecimiento del
sistema de elección proporcional para
la cuarta parte de sus miembros, pero
conserva las amplias y trascendentes
facultades que corresponden al siste­
ma federal y a las cuestiones de la uni­
dad y preservación jurídica y territorial
del estado mexicano.

En el desempeño de la función
equilibradora de poderes, el poder le­
gislativo ha adquirido un amplio catá­
logo de facultades. En general son las
de representación, deliberación, fisca­
lización, control, orientación política, ju­
risdiccionales y legislativas. Todas las
realiza en un juego con reglas legales
y prácticas parlamentarias establecidas
o convenidas de acuerdo a la coyun­
tura, entre mayorías y minorías.

El poder legislativo busca así des­
empeñar su función de representación
popular. Por excelencia, su vínculo con
la sociedad lo establece a través del
número de partidos que logran curules
y escaños y también por los intereses
y corrientes que se integran en los gru­
pos parlamentarios. Sin embargo, es
claro que la primer limitación para esa
representación lo constituye la catego­
ría y contenido de la ciudadanía. Ella
excluye a los menores de 18 años,
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además de quienes han recibido san­
ciones penales, lo cual es importante
en un país esencialmente joven.

El otro gran límite lo constituye el
número de empadronados en el siste­
ma electoral y el volumen de perso­
nas que realmente ejercen el sufragio.
En la elección de 1997 votaron alrede­
dor de 17 millones de personas, lo que
significa que el poder legislativo repre­
sentaría aritméticamente a la 5ª parte
de la población.

La diversificación social ha cues­
tionado la eficacia de la representación
política no sólo al nivel del poder legisla­
tivo, también es válido para los partidos
políticos, acompañada del rebasamien­
to de formas y relaciones de poder
interno. Como consecuencia, el surgi­
miento de un amplio espectro de or­
ganizaciones ciudadanas para atender
asuntos de diversa naturaleza es ape­
nas un reflejo de la segmentaCión e
individualización de la sociedad. En
consecuencia, además de la demanda
expresada de manera directa, existe la
necesidad de las instituciones políticas
del estado de buscar su relegitimación
a través de mecanismos que amplíen
la participación popular en los proce­
sos políticos. 2

3. INSTRUMENTOS DE

DEMOCRACIA DIRECTA

La participación directa o semidirecta
de la colectividad como factor deciso­
rio en los asuntos que le toca resolver
a los cuerpos legislativos y ejecutivo
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asume diversas expresiones. Sin em­
bargo, en general se aceptan tres como
las más viables, diferenciadas para las
decisiones trascendentes y aceptadas
por los grupos sociales. Ellas son el ple­
biscito, el referéndum y la iniciativa
popular. J

No podemos dejar de mencionar
que en el caso mexicano, en algunos
estados de la república como Oaxaca,
Tlaxcala, Coahuila, Chihuahua entre
otros, existen esas figuras e inclusive
otras. En este último caso está el de la
revocación de mandato que establece
la Constitución Política del Estado de
Chihuahua y que posibilita que con cier­
tos requisitos la población pueda reti­
rar la titularidad de la representación
política a los gobernantes.

Las condiciones, los alcances, con­
tenidos y requisitos de las tres formas
de democracia directa enunciadas an­
teriormente varían entre países y en­
tre regiones. En sí, esa variación resul­
ta sana y deseable, considerando las
diferencias en los niveles de desarrollo
político, la estructura logística y la capaci­
dad física y geográfica de cada pueblo.

El plebiscito es una forma acepta­
da de participación popular en los re­
gímenes democráticos. Consiste funda­
mentalmente en una consulta directa
a la población sobre asuntos de excep­
cional importancia. Ellos pueden ser
relativos a la independencia, la exten­
sión territorial, uniones con otros esta­
dos, etc. En general, su cualidad es que
se trata de decisiones que comprome­
ten el destino nacional y, por tanto, es
deseable que cuenten con la más am­
plia consulta y respaldo ciudadano.
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Este mecanismo tiene su origen
en la Roma antigua. Generalmente se
utilizó en la república para aprobar las
leyes que obligaban a los plebeyos. Se
efectuaba a petición del magistrado
popular, llamado tribuno.

Esa antigua práctica romana, se
denomina en el derecho público mo­
derno plebiscito, al igual que el refe­
réndum. En esa época comprendía
materias políticas y también legislativas.
Con el paso del tiempo, el plebiscito
se ha diferenciado y ahora se acepta
como una consulta en materia política.

Entre los plebiscitos más sobresa­
lientes se encuentra el que se realizó
en 1994 en Europa para decidir el in­
greso de cada país a la unión europea
y la ratificación consecuente del trata­
do de Maastricht. Como resultado de
él se formalizó la unión europea. Y tam­
bién, a través de él, la población de
Noruega, Suiza e Islandia tomaron la
decisión de mantenerse al margen.

En Canadá, el 30 de octubre de
1995 se organizó un plebiscito para
decidir si Quebec continuaba como
parte del estado canadiense. El proyec­
to separatista fue rechazado.

El plebiscito se guía por la idea de
que constituye una genuina manifesta­
ción democrática. Sin embargo, se ha
utilizado también para legitimar pode­
res usurpados y legitimar gobiernos de
facto, como ocurrió en el caso recien­
te de Sadam Hussein en Irak.

Por lo anterior, existe la coinciden­
cia de los tratadistas de derecho y de
líderes políticos de que el plebiscito no
debe ser un medio de elección de
gobernantes, ni menos un procedi-

miento para legitimar poderes fácticos.
Debe permitir la expresión de la volun­
tad popular sobre problemas políticos
de excepcional importancia.

Referéndum. Es el otro instrumen­
to de amplia consulta popular, pero
relativo a cuestiones legislativas. Ello
puede abarcar una ley, una reforma
legal o una reforma constitucional. Ello
lo diferencia del plebiscito.

A través del referéndum los ciu­
dadanos autorizan o desautorizan ac­
tos del poder legislativo. En general, se
admiten dos clases de referéndum. El
obligatorio que puede ser impuesto
constitucionalmente y por el cual las
normas jurídicas carecen de validez sin
la aprobación popular. El facultativo se
asigna como facultad discrecional del
legislativo o del ejecutivo. Pero no es
requisito para la entrada en vigor de
las leyes o sus reformas.

Posiblemente donde se realiza
con mayor regularidad y eficiencia el
referéndum es en Suiza. En ese país
las reformas constitucionales no tienen
validez si no se aprueban con el voto
de los ciudadanos. Para el caso de le­
yes federales o decretos de alcance
nacional, existe el referéndum faculta­
tivo.

En América latina el caso mas des­
tacado es el de Ecuador, por medio del
cual se ha producido el rechazo a va­
rias reformas legales y también se han
producido enmiendas constitucionales.

Iniciativa popular. En el proceso
legislativo, el derecho de iniciar leyes
corresponde a actores políticos deter­
minados en la constitución. En el caso
de México, ello corresponde a diputa-
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dos, senadores, presidente de la repú­
blica, la asamblea del D.F., los congre­
sos locales.

Combinando el elemento republi­
cano con el democrático, la iniciativa
popular representa el derecho de los
ciudadanos de dar inicio al trámite de
aprobación de proyectos de ley, sus­
tentado en el respaldo de un número
determinado de rúbricas, variable en
cada país.

Constituye también el derecho de
una fracción del cuerpo electoral para
proponer proyectos de nuevas leyes,
de reformas legales o de derogación
de las existentes, causando efectos en
las tareas del legislativo. Éste, se en­
cuentra obligado a darles trámite, aun­
que generalmente tiene la libertad de
decidir sobre su contenido.

La iniciativa popular se origina en
Suiza y ha sido adoptada por diversos
países eu ropeos, así como por el" Ecua­
dor en América.

Los tres mecanismos de participa­
ción popular directa presentan algunas
ventajas y desventajas, que es conve­
niente ponderar antes de asumirlas
como parte del conjunto de derechos
ciudadanos.

Entre las primeras, se encuentra
que posibilitan la manifestación directa
y auténtica de la voluntad popular. Tam­
bién permiten una relación directa en~

tre poderes y electores. Tienen efec­
tos educativos profundizando la cultura
política. Incrementan la legitimidad de
los ordenamientos o actos del poder
público. Forman conciencia crítica. Son
los mejores evaluadores del ejercicio
del poder. Por último, dan mayor auto-
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nomía al poder público frente a gru­
pos de presión y el poder debe aten­
der con mayor obligatoriedad la deman­
da popular.

Entre las desventajas, sobresalen
el debilitamiento del sistema de repre­
sentación. La falta de información pue­
de propiciar manipulación. Estos instru­
mentos pueden formar parte de
estrategias de interés político partidis­
ta. Los actos que no se someten a es­
tas consultas quedan en desventaja fren­
te a los que sí lo son. También pueden
constituir vetos populares dirigidos. Su
organización y procesamiento es com­
plicado en la medida del tamaño de la
población y su dispersión geográfica.
Adicionalmente, son restringidos, ya
que se agotan en un si o un no, sin
permitir matices y alternativas. Finalmen­
te, pueden propiciar que se exacerben
los regionalismos. 4

4. PODER LEGISLATIVO Y

DEMOCRACIA PARTICIPATIVA

En el caso del sistema político mexica­
no, la legislación vigente establece una
serie de mecanismos de participación
ciudadana, aunque no son determinan­
tes ni tienen la magnitud del plebiscito,
el referéndum y la iniciativa popular.

En primer lugar, en el artículo 8
de la Constitución se encuentra el de­
recho de petición, que cualquier ciu­
dadano puede interponer y que la au­
toridad está obligada a responder.

En el artículo 110 Y 111, así como
en la Ley federal de responsabilidades de
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los servidores públicos, existe la figura de
demanda de juicio político hacia altos
funcionarios. Ésta la puede iniciar cual­
quier ciudadano y el congreso tiene la
obligación de conocerla y dictaminarla.

Por otro lado, en la ley orgánica
y el reglamento para el gobierno inte­
rior del congreso existe la figura de la
audiencia pública. A través de ella, en
el conjunto de instituciones de dere­
cho y prácticas parlamentarias que ri­
gen la vida del poder legislativo con
frecuencia se organizan foros regiona­
les y nacionales, consultas y audiencias
públicas sobre temas políticos, socia­
les y económicos. También, como me­
canismo previo de toma de opinión de
sectores interesados, antes del dicta­
men de algunas iniciativas de reformas
o de creación de nuevas leyes. En otros
casos, han habido momentos en los
cuales algunos órganos de las cáma­
ras, trátese de comisiones o" de grupos
parlamentarios, realizan consultas pos­
teriores a la promulgación de las leyes
para evaluar su impacto y resultados.

En general, estas prácticas que
involucran a sectores ciudadanos, ca­
recen de reglamentación y de homoge­
neidad. Dependen del interés o la vo­
luntad de quienes las convocan.
Además, el espectro de participación
es limitado, ya que los participantes son
volúmenes infinitamente menores a la
población general e inclusive que el
universo de personas que pudieran
resultar afectados o beneficiados por
los actos legislativos.

Por otro lado, no existe la obliga­
ción de procesar sus resultados y de
que sean realmente insertados en las

decisiones del poder legislativo o del
ejecutivo.

En el caso del ejecutivo, el caso
más concreto de participación ciuda­
dana lo ofrece la obligatoriedad del ar­
tículo 26 constitucional para elaborar
un plan nacional de desarrollo. En la
ley de planeación se establece la obli­
gatoriedad de realizar consultas públi­
cas para integrar dicho plan. Sin em­
bargo, tampoco tienen la dimensión de
los instrumentos señalados de partici­
pación directa. Se dirigen a sectores es­
pecíficos y culminan en un plan sexenal
que no es sancionado por el congre­
so Y que, por ello, es cuestionado en
su carácter legal.

En el ámbito de la discrecionalidad
del poder y con la pretensión de legiti­
mar decisiones publicas, sobre todo en
materia electoral, el poder ejecutivo ha
conducido en diversos momentos con­
sultas dirigidas a partidos políticos y
sectores especializados para consensar
y producir iniciativas legales. Su carác­
ter selectivo y restringido han sido sus
características predominantes.

En apoyo a la posible instru­
mentación de esas formas de partici­
pación directa, puede señalarse que la
sociedad mexicana adquiere día a día
mas integración social e informativa y
tiene una mayor cultura política como
efecto del avance de las comunicacio­
nes y la elevación de los niveles edu­
cativos. En el tejido político, existen
asociaciones civiles numerosas y, mu­
chas de ellas, tienen presencia nacio­
nal. La participación ciudadana organi­
zada ha sido notoria en diversos casos.
En ese sentido, es fresco el caso de la
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movilización ciudadana que produjo
una de las crisis políticas estatales más
agudas en la segunda mitad de este si­
glo, como ocurrió en el estado de
Morelos en el curso de 1998.

La profundidad de las reformas
políticas y legales que exigen fenóme­
nos como el de la inserción en la
globalización económica, el paso de
procesos cerrados de producción a
otros altamente tecnologizados, con
nuevas relaciones laborales. La ciu­
dadanización de los procesos electo­
rales. El enriquecimiento, de la plurali­
dad de las cámaras del congreso. El
tránsito cultural de una sociedad de tra­
diciones a otra de actitudes pragmáti­
cas e individuales. El asomo ciudadano
en las contiendas electorales, entre
otras, son condiciones que requieren
procesos de amplia participación que
garanticen la legitimidad de las trans­
formaciones y la gobernabilidad ante
una profunda redistribución del poder.

Sin embargo, conviene producir
mecanismos de iniciativa popular, ple­
biscito y referéndum con criterios, re­
quisitos y modalidades claras y diferen­
ciadas para que produzcan los efectos
más deseables. Ellos son los de la trans­
parencia, la imparcialidad, la efectividad y
la participación, reflejando el verdadero
sentir de la población sobre asuntos de
gran trascendencia política y legislativa..

En conclusión, existen condicio­
nes para adoptar, aunque claramente
pensadas y reguladas conforme a nues­
tra particular forma de ser y organiza­
ción social, formas de participación di­
recta. Difícilmente podríamos pensar
en que el modelo de democracia re-
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presentativa sea sustituido por uno de
democracia directa. Afirmaríamos, en
unión con algunos autores, que posi­
blemente sea semidirecta. En todo caso,
resultará benéfico para el país si logra­
mos restañar la pérdida de credibilidad
y de confianza de la población hacia
sus instituciones políticas. Es decir, de­
ben tener como propósito el fortaleci­
miento de la democracia representati­
va y no de sustituirla. En ese sentido,
se fortalecerá realmente la vida demo­
crática, manteniendo vigentes las carac­
terísticas y elementos que definen a la
nación y al estado mexicano.

Con ello aprovechamos mejor las
ventajas señaladas y se evitarán los ries­
gos de crear instituciones que, lejos
de canalizar inquietudes y menguar el
conflicto, aviven la llama de la disputa
y el encono, en una época de por sí
incierta y turbulenta.
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